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EL ACUERDO EXTRAJUDICIAL DE PAGOS
NATURALEZA
Procedimiento extrajudicial de mediación de carácter preconcursal destinado a que el deudor en estado de insolvencia pueda alcanzar un acuerdo con todos o parte de sus acreedores, mediante la obtención de quitas, esperas o cesiones de elementos patrimoniales del deudor.

Regulación
Título X de la Ley 22/2003 Concursal, Arts. 231 a 242 bis, en redacción introducida por la Ley 14/2013 ("de Emprendedores"), modificada por  la Ley 25/2015 ("de Segunda Oportunidad").

ANTECEDENTES
La Ley Concursal de 9 de julio de 2.013 se mostró inadecuada para la prevención de situaciones de insolvencia y, en consecuencia, evitar el concurso de acreedores en ciertos casos. Sólo contemplaba la solución jurisdiccional (quirúrgica), pero no era eficiente en la prevención de los síntomas que anticipan una situación de insolvencia, como forma de evitar el concurso o, al menos, minimizar sus consecuencias, amén del fracaso en la utilización del procedimiento concursal en el ámbito de las personas físicas.
En 2013 un Informe del Banco Mundial (Report on the Treatment of the Insolvency of Natural Persons 20/11/2013) alerta de los elevados niveles de endeudamiento de las personas físicas en España y propone fórmulas paliativas, basadas en el mecanismo denominado fresh start, que supone la cancelación de todo el pasivo del deudor con su activo, si bien permitiendo a éste retener bienes suficientes para atender sus necesidades diarias y las necesidades mínimas de su actividad económica.
En 2014 el F.M.I. solicitó una reforma de la legislación concursal española, a fin de que "nuestras empresas se deshagan de la pesada losa de su deuda" (Jobs and Growth: Supporting the European Recover, January 2014).

En 2014 la Comisión Europea se pronuncia en el mismo sentido de solicitar a España una reforma de la legislación concursal (Recomendación de 12 de marzo de 2014, Una nueva aproximación al concurso empresarial y a la insolvencia).

El R.D. Ley 4/2014, de 4 de marzo, sobre medidas urgentes en materia de refinanciación y reestructuración de deuda empresarial, se hace eco de estas indicaciones y recoge en su Exposición de Motivos la siguiente afirmación: "Con frecuencia, empresas viables desde el punto de vista operativo, susceptibles de generar beneficios en su negocio ordinario, se han tornado inviables desde el punto de vista financiero". Se reconoce que el procedimiento concursal -con su habitual final en la liquidación de sociedades- se había convertido en la principal causa de mortandad empresarial. 

El F.M.I., de nuevo, en 2014, critica la regulación concursal española y, en particular, la ausencia de un sistema de fresh start, que desincentiva a los acreedores a llegar a un acuerdo con el deudor, pues siempre tendrán derecho a cobrar lo que se les debe (1911 C.C.), y, además, fomenta la economía sumergida, pues los endeudados para toda su vida intentarán ocultar sus ganancias futuras a sus acreedores y a la Administración tributaria (I.M.F. Country Report: Spain).

En opinión de la doctrina especializada (PRATS ALBENTOSA, FERNÁNDEZ SEIJO, CUENA CASAS), El legislador ha llegado arrastrando los pies a este procedimiento (cogido en un pie por la banca y en otro por las A.A.P.P.) y sus medidas han sido extemporáneas, tímidas e, incluso, distantes, como podemos apreciar en la Ley de 2013, subsanadas, no obstante, por la Ley de 2015, y por su posterior interpretación jurisprudencial, siendo el motivo de dicha actitud de carácter político más que jurídico o económico, dado que se optado por salvar el sistema financiero a toda costa, sin prestar la debida atención a las lamentables situaciones personales y económicas derivadas de la crisis inmobiliaria y económica.
Cuestiones Generales
* El mecanismo del A.E.P. se introduce en el año 2013 con la Ley 14/2013, de Emprendedores. Sin embargo, su utilización fue muy escasa. Motivos del fracaso:

       -Restricciones subjetivas: Excluye a las personas físicas no empresarios y comerciantes, es decir, a los consumidores.
       -La propuesta del acuerdo sólo permite quitas no superiores al 30% del pasivo y esperas no superiores a 3 años.

       -Excluye a Acreedores públicos y acreedores con garantía real.

       -El deudor persona física debía justificar medios económicos suficientes para afrontar los gastos del procedimiento extrajudicial.
       -No contempla para las personas físicas consumidoras un mecanismo de fresh start como el que luego se denominó beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en caso de no alcanzarse el acuerdo el deudor y los acreedores con el consiguiente inicio del concurso consecutivo.
* Desde el 2015, mediante la Ley 25/2015 de Segunda Oportunidad, se subsanan defectos anteriores e introduce ciertas mejoras (¿suficientes?):

       -Ampliación ámbito subjetivo: Personas Jurídicas y Personas Físicas, empresarios o no empresarios. También profesionales y autónomos. Recordemos que el 52% de los empresarios en España son personas físicas.
       -Ampliación de los efectos del Acuerdo:
         • Mayores quitas (sin límite)

         • Mayores esperas (hasta 10 años).

        -Y, especialmente, introduce el beneficio de la EXONERA
CIÓN DEL PASIVO INSATISFECHO -fresh start- (Mecanismo de la Ley de 2ª oportunidad) ( Art. 178 bis, por remisión del Art. 242 para las PERSONAS NATURALES NO EMPRESARIAS.

       Supone la piedra angular del Procedimiento: ART. 178 BIS de la Ley Concursal y la ruptura del principio de responsabilidad patrimonial universal que establece el artículo 1911 del Código civil.
ÁMBITO SUBJETIVO (ART. 231 L.C.)
Legitimación activa:
¿Quién puede solicitar este procedimiento? (Art. 231 2º y 3º L.C.):
- Personas Naturales no empresarios: Que se encuentren en estado de insolvencia o que su insolvencia sea inminente y cuyo pasivo no supere los 5 millones de euros.

 *Recordemos: Insolvencia: Se encuentra en estado de insolvencia quien no puede cumplir regularmente sus obligaciones exigibles (art. 2 L.C.).

- Personas Naturales empresarios: No sólo conforme a la legislación mercantil, sino también profesionales/autónomos.
 Deben reunir los mismos requisitos que los no empresarios, con una única especialidad: Aportar balance.

- Personas Jurídicas:

1º. Que se encuentren en estado de insolvencia.

2º. En caso de que fueran declaradas en concurso, éste no fuera de especial complejidad (Art. 190 L.C.: hasta 50 acreedores/ hasta 5 millones de activo / hasta 5 millones de euros de pasivo).

3º. Con activos suficientes para pagar los gastos del acuerdo.
  Prohibiciones: (Art. 231. 3º L.C.):
- Condenados por sentencia firme en los últimos 10 años por delito contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, por falsedad documental, contra la Hacienda Pública y Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores.
- Quienes en los últimos 5 años hubieran alcanzado un acuerdo extrajudicial de pagos, hubieran obtenido la homologación judicial de acuerdo de refinanciación o hubieran sido declarados en concurso de acreedores.
- Los que se encuentren negociando un acuerdo de refinanciación o se hubiera admitido a trámite su solicitud de concurso.

- Las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

  COMPETENCIA FUNCIONAL: (Art. 232 L.C.)
- Persona Natural (Empresario o No empresario): NOTARIO, con la excepción de aquellas personas naturales inscritas en el Registro Mercantil, como el Naviero o el Empresario de Responsabilidad Limitada, que corresponderán al Registro Mercantil.
- Persona Jurídica: REGISTRO MERCANTIL, con la excepción de aquellas personas jurídicas no inscribibles en el Registro Mercantil, como asociaciones o sociedades civiles, que corresponderán al Notario.
   *Cuando es empresario (ya sea Persona Natural o Jurídica): También tienen competencia las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación cuando haya asumido funciones de mediación conforme a su normativa.

Competencia Territorial: Notario, Registro Mercantil, o Cámara Oficial del domicilio del deudor.

Cómo se presenta: Mediante solicitud presentada por el deudor (o el Órgano de administración si es una persona jurídica), a través de un formulario normalizado aprobado por O.M. (Orden Jus/2831/2015, de 17 de diciembre), cuyos requisitos establece el art. 232 L.C.: 1.- inventario de efectivo y activos líquidos, 2.- bienes y derechos de que sea titular, 3.- ingresos regulares previstos, 4.- lista de acreedores -con su identidad, domicilio y dirección electrónica, con expresión de la cuantía y vencimiento de sus respectivos créditos-, 5.- relación de contratos vigentes y 6.- relación de los gastos mensuales previstos.
En la lista de acreedores también se incluyen los créditos con garantía real y los de derecho público.
Aunque no lo prevea el art. 232 L.C., la solicitud debe indicar que el deudor se encuentra en estado de insolvencia actual o inminente (CABANAS TREJO).
Si es persona natural casada, su régimen económico matrimonial, si es en régimen de gananciales, de participación o de comunidad, deberá identificar a su cónyuge, y si la vivienda habitual es propiedad de ambos, deben consentir ambos cónyuges, con independencia de su régimen marimonial.

Si está legalmente obligada a la llevanza de contabilidad, debe acompañar las cuentas anuales de los tres últimos ejercicios.
Está prevista la presentación por "los medios electrónicos que se habiliten" (Por el Notariado, Colegio de Registradores y/o Cámaras Oficiales), circunstancia que, hasta la fecha, no se ha implementado.
Admisión a Trámite: corresponde al Notario, Registrador Mercantil o Cámara Oficial competente, que debe comprobar los requisitos del art. 231 L.C., así como los datos y documentos aportados por el deudor. 
Opciones:

       1º. Se admite: Continúa el procedimiento on el nombramiento de un MEDIADOR CONCURSAL. 
       2º. Se inadmite (por no justificar el deudor el cumplimiento de los requisitos legalmente exigidos): Plazo de 5 días para subsanar defectos. 

Si no se subsanan, se inadmite definitivamente y no cabe recurso. En cuyo caso, habría que presentar una nueva solicitud.
Crítica: Ni el Notario ni el Registro Mercantil tienen la información ni la capacidad necesaria para comprobar si se cumple o no el presupuesto de este procedimiento: la situación de insolvencia actual o inminente del deudor, más allá de la oportuna manifestación del solicitante. Sin embargo, ha sido decisión del legislador excluir a un técnico (economista o auditor) de su comprobación (CABANAS TREJO).
EFECTOS DE LA INICIACIÓN DE EXPEDIENTE 
Los efectos comienzan desde la aceptación del cargo por el mediador concursal (No desde la solicitud), con la finalidad de evitar el fraude: Sólo acceden a los efectos, los que consigan que se nombre mediador concursal.

CON CARÁCTER PREVIO: Art. 233. 3º y 4º L.C.: "Una vez el Mediador Concursal acepte el cargo, el Registro Mercantil, el Notario o la Cámara Oficial, darán cuenta del hecho por certificación o copia remitida a:

- Los Registros Públicos de Bienes (R. de la Propiedad, R. de Bienes Muebles y O.E.P.M.).

- El Registro Civil.

- El Juez competente para la declaración del concurso.

- El Registro Público Concursal.

Asimismo, hay que enviar comunicación a la A.E.A.T., a la T.G.S.S. y a la representación de los trabajadores, si la hubiere.
Todas las comunicaciones se realizan en forma electrónica, si fuera posible.
Efectos ( Art. 235 L.C.
- Respecto del deudor (Art. 235.1º L.C.):

Puede continuar con su actividad laboral, empresarial o profesional, pero se abstendrá de realizar cualquier acto de administración y disposición que exceda de los actos propios del tráfico o giro de su actividad.

Para esas operaciones "extraordinarias" el Mediador carece de competencia. A falta de una referencia expresa en la Ley Concursal, se debe entender que corresponden al Juez Ordinario Competente.

- Respecto de los acreedores (Art. 235. 2º L.C.):
1º. Suspensión de la iniciación o continuación de ejecuciones, judiciales o extrajudiciales sobre el patrimonio del deudor mientras se negocia el acuerdo y durante el plazo máximo de 3 meses. 
Con excepción de los acreedores con garantía real, quienes podrán iniciar la ejecución si consiguen del Juzgado competente un pronunciamiento expreso de que el bien del deudor no es necesario para su actividad empresarial o profesional y no constituye su vivienda habitual, sin perjuicio de que una vez iniciada la ejecución inmediatamente quede paralizada hasta la conclusión del A.E.P. y durante el plazo máximo de 3 meses.
2º. No podrán anotarse embargos ni secuestros de bienes en los Registros Públicos, salvo los acreedores de derecho público.

3º. Deben abstenerse de realizar  acto alguno dirigido a mejorar la situación de sus créditos.

4º. Pueden facilitar al Mediador una dirección de correo electrónico para las comunicaciones necesarias o convenientes.

5º. Se suspende el devengo de intereses de los créditos mientras se negocia el acuerdo.

6º. Se mantienen las garantías personales (Avalistas/Fiadores), tal cual. Excepción al principio de accesoriedad de la garantía del art. 1857 C.C..
7º Imposibilidad de ser declarado en concurso mientras se tramita el acuerdo.

AMBITO OBJETIVO (Art. 231 L.C)

Todos los créditos se ven afectados, excepto:

1º. Los créditos de derecho público (NUNCA).

2º. Los créditos con garantía real (LIMITADAMENTE)

* Créditos Públicos:

-Art. 231 L.C.: Los créditos de derecho público no podrán verse afectados por el acuerdo extrajudicial, aunque gocen de garantía real.
-Art. 234 L.C.: Los acreedores de Derecho Público quedan excluidos de la convocatoria de la reunión en todo caso.
-Art. 235 L.C.: Practicada la anotación de la apertura del procedimiento, no podrán anotarse embargos posteriores…salvo los procedimientos seguidos por los acreedores de Derecho Público.
En definitiva, se consagra la sobreprotección del crédito de derecho público: Es una decisión del legislador que compromete el éxito del procedimiento del A.E.P., y es paradójico que uno de los principales problemas que encuentre el deudor para superar la situación de insolvencia sea el crédito público. (PRATS ALBENTOSA).
* Créditos con Garantía Real:
Situación más compleja que los acreedores públicos:
1º CON CARÁCTER CAUTELAR: 
Suspensión de iniciación y continuación de ejecuciones singulares sobre los bienes del deudor (Art. 235 L.C.), excepto respecto de aquéllos que no sean necesarios para su actividad empresarial o profesional y no constituyan la vivienda habitual del deudor.
2º CON CARÁCTER DEFINITIVO:

- Art. 238 bis: Sólo les afecta (en cuanto a la parte del crédito que no exceda del valor de la garantía) en los siguientes casos: 
-Si el acreedor hubiese votado a favor del acuerdo.

-Si la mayoría a favor del acuerdo es muy cualificada entre los acreedores con garantía real (65% para quitas de hasta el 25% y esperas de hasta 5 años; 80% para quitas  de más del 25% y esperas de hasta 10 años), sí les afecta, y aunque un acreedor concreto no hubiera votado a favor el acuerdo.
EL MEDIADOR CONCURSAL Y LA PROPUESTA DE ACUERDO
- Nombramiento DEL MEDIADOR CONCURSAL (Art. 233 L.C.):

*Requisitos: 

1.- Persona natural o jurídica que figure en la lista oficial publicada en el portal correspondiente del B.O.E. suministrada por el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia.
2.- Ha de ser apto para ser: 1.- Mediador en general, conforme a la Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles, y 2.-Administrador Concursal, conforme al artículo 27 L.C. 
La inscripción en el Registro de Mediadores es voluntaria en general, pero en el caso de los Mediadores Concursales, su inscripción es obligatoria. 

- Si es persona física, por su condición de concursal, se requiere la condición de abogado en ejercicio, economista, titulado mercantil o auditor de cuentas, con más de 5 años de experiencia profesional y con especialización en el ámbito concursal (que habrá de ser objeto de la oportuna demostración). 
- Si es Institución-Persona Jurídica, ha de tener integrados tanto a un abogado como a un economista con los anteriores requisitos.
En definitiva, es un ejercicio profesional no libre y altamente regulado, que, además, requiere de una resolución administrativa -de la D.G.R.N.- para la autorización de la inscripción del profesional en el Registro de Mediadores, previa aportación de la titulación necesaria (licenciatura o grado superior, formación como mediador y seguro de responsabilidad civil).

*Forma de elección:
Aunque nominalmente el nombramiento corresponda al Notario/Registro Mercantil, no tienen margen de maniobra en el nombramiento: El candidato se determina mediante un sistema electrónico de carácter secuencial (aleatorio). 
El acceso a este sistema no es público y está reservado para las personas competentes (Notario y Registro Mercantil).
Supletoriamente, se aplican las normas de nombramiento de Expertos Independientes por el Registro Mercantil.
*Aceptación: No hay plazo (gran error de la ley). Sí lo hay para las personas naturales no empresarias: 5 días desde el nombramiento (Art. 242 bis L.C.).

-Remuneración DEL MediAdor concursal: Mientras no se desarrolle reglamentariamente, se aplica la D.A. 2ª de la Ley 25/2015:
   Sobre arancel de los Administradores Concursales se apliacan las siguientes reducciones:

      - Si el deudores persona natural no empresario: 70%.

      - Si el dudor es persona natural empresario: 50%.

      - Si el deudor es persona jurídica: 30%.

Si se consigue el acuerdo: Adicionalmente cobrará el 0.25% sobre el valor del activo.

-  Funciones DEL Mediador concursal:
1º. Contrastar la información suministrada por el deudor (inventario  bienes, listado de acreedores, ingresos previstos …). Labor muy importante: si no es correcto el listado de acreedores, cabe la impugnación del acuerdo por este motivo. 
2º. Convocar a los acreedores a la reunión ante el Notario o Registrador. Cómo: por conducto notarial u otro fehaciente, o por e-mail, si consta.
3º. Proponer e impulsar el Acuerdo Extrajudicial de pagos (lex artis).

4º. Presidir la reunión con los acreedores.

5º. Formalizar el acuerdo (si se consigue).

6º. Solicitar el concurso consecutivo (si no se consigue el acuerdo).

- Contenido de La propuesta del ACUERDO (A.E.P.) 
La propuesta de acuerdo la realiza el Mediador Concursal con el consentimiento del deudor, y puede contener (Art. 236 L.C.):
   - Esperas por plazo inferior a 10 años.

   - Quitas.

   - Cesión de bienes o derechos a los acreedores en pago (Pro soluto) o para pago (Pro solvendo) de sus créditos, siempre que éstos no sean necesarios para la continuación de la actividad empresarial o profesional del deudor.
   - Conversión de deuda en acciones/participaciones de la sociedad deudora.

   - Conversión de deuda en préstamos participativos por un plazo no superior a 10 años.

Documentos que han de acompañarse a la propuesta de acuerdo (Art. 236. 2ª L.C.):

   - PLAN DE PAGOS: La determinación de las fechas y los importes en que satisfarán los créditos.

   - Plan de viabilidad: Justificación de cómo se generarán recursos y liquidez para poder hacer frente al plan de pagos.
Respecto de los créditos públicos, debe acompañarse a la propuesta de acuerdo el acuerdo de aplazamiento de pago o, al menos, la solicitud aplazamiento.
La propuesta de convenio se envía por el Mediador (junto al Plan de Pagos y al Plan de Viabilidad) a los acreedores, en el plazo de 20 días antes de la celebración de la reunión, y éstos tienen 10 días para presentar modificaciones o alternativas al Mediador Concursal.
Posición de los acreedores ante la propuesta de convenio:

  - Introducir modificaciones.

  - Oponerse (por escrito).

  - Aceptar (por escrito).

  - ADVERTENCIA: Los acreedores que no asistan a la reunión -salvo los de Derecho Público y los que tienen garantía real- y no se hayan opuesto o aceptado, verán sus créditos calificados como subordinados en el eventual concurso consecutivo. Art. 237.1º L.C.
La propuesta de acuerdo no puede ser modificada en la reunión, el Plan de Pagos y el Plan de Viabilidad, sí. Art. 237.2º L.C.
LA ACEPTACIÓN Y NO ACEPTACIÓN DEL A.E.P.

A) Aceptación:
    1º APROBACIÓN EN REUNIÓN:

El acuerdo ha de ser adoptado por la mayorías del art. 238 1º. L.C., que son:
- Voto favorable del 60% del pasivo que pudiera verse afectado por el A.E.P. (ordinario) si se prevén esperas de hasta 5 años y quitas de hasta el 25% del importe de los créditos.

- Voto favorable del 75% del pasivo que pudiera verse afectado por el A.E.P. (ordinario) si se prevén esperas de hasta 10 años y/o quitas superiores al 25% del importe de los créditos.
La aprobación del acuerdo ha de constar en acta redactada por el Mediador, donde resulten las manifestaciones de los asistentes y el escrutinio de la votación.

Necesidad de formalización en Escritura Pública ante Notario (Art. 238.2º L.C.).

-Si el Notario fue receptor, ante éste.

-Si el Notario no fue receptor, ante cualquier Notario.
 La escritura concluye el A.E.P. pero las funciones del Mediador Concursal no concluyen, sino que ha de supervisar el cumplimiento del Acuerdo (Art. 241 L.C.).
-Si se cumple ( Levanta acta notarial que comunica al Registro Público Concursal.

-Si se incumple ( Ha de solicitar el concurso consecutivo.

Extensión Subjetiva (ART. 238 BIS L.C.): si se aprueba el A.E.P., vinculará al deudor y a todos los acreedores, excepto a los de Derecho Público y a los que gozan de Garantía Real, en los términos estudiados (pacta sunt servanda).

Efectos del A.E.P.: ( Art. 240 L.C.)

1º. Suspensión definitiva de las ejecuciones contra el deudor por deudas anteriores al A.E.P.

2º. Novación de los créditos afectados por el acuerdo: Quedarán aplazados, remitidos o extinguids conforme al acuerdo.
3º. No extensión respecto a los obligados solidarios y/o avalistas, salvo que se pacte lo contrario en el acuerdo (ruptura del principio de accesoriedad de la garantía).
IMPUGNACIÓN: (Art. 239. L.C.)

*Legitimación activa: el acreedor que no hubiera sido convocado, que no hubiera votado a favor o que hubiera manifestado su oposición al acuerdo con anterioridad.

*Competencia: El juzgado que fuera competente para conocer del concurso del deudor.

*Efecto: No produce la suspensión de la ejecución del acuerdo.

*Motivación: Sólo se puede fundamentar en la falta de concurrencia de las mayorías exigidas para la adopción del acuerdo (60% o 75%, según los casos), en la falta de convocatoria de acreedores (de ahí la importancia de la relación de acreedores en la solicitud del A.E.P.), en la superación de los límites para las esperas (10 años) o en la desproporción de las medidas acordadas.

b) No Aceptación:
Si la propuesta de A.E.P. no fuera aceptada (Art. 238 L.C), el Mediador Concursal solicitará inmediatamente del Juez Competente la declaración del concurso consecutivo.

No se establece ninguna formalidad para la conclusión del expediente: El Mediador lo puede dar por concluido en la propia acta de la reunión.

*El Mediador Concursal debe comunicar la no aceptación al Organismo receptor de la solicitud (Notario, Registro Mercantil o Cámara Oficial), al deudor y a los acreedores.

* El Mediador debe comprobar si la situación de insolvencia persiste (se presume).

* El Mediador debe instar el concurso consecutivo, aunque el deudor no tenga medios para pagar los gastos del expediente, ni los créditos contra la masa.
Para la Persona Natural -empresaria o no empresaria- (176 bis L.C.) significará poder solicitar el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho (Art. 242 bis).
Este beneficio ha de ser solicitado expresamente por el deudor e implica la ruptura del principio de responsabilidad patrimonial universal del Art. 1911 del Código Civil: "del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes y futuros" y, si se obtiene, supone una ventaja económica clara para el deudor insolvente.
ESPECIALIDADES EN LA TRAMITACIÓN DEL A.E.P. DE LA PERSONA NATURAL NO EMPRESARIA (ART. 242 BIS L.C.)

Dada la definición de Persona Natural empresario tan amplia que establece el art. 231. 1º L.C., y que incluye a los profesionales y autónomos, POR EXCLUSIÓN todas lAs demás NO LO son.
*Recordemos: 

-Antes de la Ley 25/2015, no tenían acceso al A.E.P.  

-Siempre son competencia del Notario.
El art. 242 bis L.C. (introducido por la Ley 25/2015, de Segunda Oportunidad) establece ciertas especialidades:   
1ª.- El Art. 85. 6º LOPJ atribuye la competencia a los Juzgados de 1ª Instancia en cuanto al concurso consecutivo.

2ª.- El Notario puede asumir las funciones de Mediador Concursal (o bien nombrar a un Mediador).

3ª.- Se reducen los plazos del procedimiento:

 -5 días para la aceptación del cargo por el Mediador Concursal.

 -15 días desde la solicitud del deudor, si el Notario ejerce como Mediador, y 10 días desde la aceptación del cargo, si existe otro Mediador, para examinar la documentación del deudor y realizar la convocatoria de la reunión.

-30 días desde el fin de dicho plazo para celebrar la reunión.
Esto quiere decir que se reducen los plazos a la mitad (de 3 meses a 45 días). 

4ª.- Si el Notario asume el cargo de Mediador, y no se consigue el acuerdo, el Notario no solicita la apertura del concurso consecutivo, sino que ha de hacerlo el propio deudor. No obstante, el Notario está obligado a enviar un Informe al Juez competente del concurso.

CRITICA: Si el Notario asume el cargo de Mediador Concursal:

1º Se mezclan las funciones de Notario y Mediador. 

2º El Notario no puede continuar como Administrador Concursal (El Notario nunca puede ser Administrador Concursal).

3º Difuso régimen de responsabilidad del Notario como Mediador (la ley se remite a un futuro desarrollo reglamentario) y dudosa cobertura de esta actividad por el seguro de responsabilidad civil del Notario.
EL BENEFICIO DE LA EXONERACIÓN DEL PASIVO INSATISFECHO (ART. 178 BIS L.C.).
* PRESUPUESTOS (ART. 178 BIS 1º y 2ª): 
1º Que haya concluido el concurso por liquidación del patrimonio del deudor (salvo los bienes inembargables) o por insuficiencia de masa activa. 
2º Que lo solicite el deudor dentro del plazo de audiencia.
* Ámbito Subjetivo: (ART. 178 BIS 3ª). 
Dos requisitos:
     a) Que el deudor sea PERSONA NATURAL, empresario o no empresario. Motivación lógica: la liquidación concursal de las Personas Naturales no extingue su personalidad como en los Personas Jurídicas.
     b) Que se aprecie la BUENA FE del deudor: La buena fe, en el ámbito concursal, no se presume. Se entenderá que concurre buena fe en el deudor siempre que se cumplan los siguientes requisitos (art. 178 bis 3º):

       1º. Que el concurso no haya sido declarado culpable.

       2º. Que el deudor no haya sido condenado por sentencia firme por delito contra el patrimonio, el orden socioeconómico, por falsedad documental, contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores, en los 10 años anteriores a la declaración del concurso. 

     3º. Que haya celebrado o, al menos, intentado la A.E.P.

     4º. Que haya satisfecho los créditos contra la masa y los créditos concursales privilegiados (con privilegio especial y general).

     5º. Que, en el caso de que no haya intentado o celebrado un A.E.P., haya satisfecho el 25% de los créditos ordinarios.
(De ahí la ventaja del mecanismo del A.E.P. sobre el pago del 25% de los créditos ordinarios)
     6º. Que, en el caso de que habiendo celebrado o intentado un A.E.P, salvo que careciera de los requisitos del art. 231 L.C. (falta de legitimación activa) -requisito del párrafo 3º-, no hubiera satisfecho ni los créditos contra la masa, ni los créditos privilegiados, ni el 25% de los créditos ordinarios, pero cumpla los siguientes requisitos:

 I) Acepte someterse a un Plan de Pagos.
 II) No haya incumplido su deber de colaboración (con el Juez y con la Administración Concursal).

 III) No haya obtenido este Beneficio en los últimos 10 años.

 IV) No haya rechazado en los últimos 4 años una oferta de empleo adecuada a su capacidad.

 V) Acepte expresamente que la obtención de este Beneficio se haga constar en una sección especial del Registro Público Concursal, con acceso semi-público (por personas con interés legítimo).
Es reseñable la deficiente técnica legislativa por la existencia de un principio, que es el sometimiento al procedimiento del A.E.P. como mecanismo extrajudicial y preconcursal, para, inmediatamente después, excepcionarlo mediante el pago de un 25% de los créditos ordinarios, que, de nuevo, queda excepcionado mediante el sometimiento a un plan de pagos. Esta complejidad trae causa en la reforma de la Ley de Segunda Oportunidad de 2015 sobre la redacción dada por la Ley de Emprendedores de 2013 a la Ley Concursal de 2003, y ha sido calificada de auténtico collage.

Se ha criticado este sistema (CUENA CASAS) por dar prioridad al pago de la mayor parte posible de los créditos por el deudor, con exclusión sólo de conductas con dolo o culpa grave -las excluidas por la buena fe-, sobre la eventual honestidad de la conducta del deudor, sin distinguir si ha existido sobreendeudamiento activo o pasivo (por desempleo, enfermedad, divorcio…), ni tener en cuenta las circunstancias socioeconómicas del deudor (exclusión de los denominados NINJAS).
* Requisitos Formales (Art.178 bis 4º):
Solicitud escrita por el deudor dirigida al Juez, que lo traslada a la Administración Concursal y a los acreedores, para que aleguen lo oportuno. Dos opciones:

  - Si la Administración Concursal y los acreedores no se oponen: Se dicta AUTO de concesión del Beneficio de la Exonaración con carácter provisional.

  - Si la Administración Concursal o los acreedores se oponen, se tramita un incidente concursal, y se dicta SENTENCIA aceptando o denegando el B.E.P.I..
* EFectos (art. 178 bis 5º):
- Se extinguen los créditos ordinarios y subordinados, excepto los de derecho público y por alimentos, así como los que tengan garantía real en la parte no cubierta por la garantía una vez ejecutada.
- Las deudas que no se extingan deberán ser satisfechas en los cinco años siguientes a la conclusión del concurso y no devengarán interés. 
- Los acreedores cuyos créditos se extinguen no podrán iniciar ninguna acción dirigida al cobro de los mismos.

- El B.E.P.I no afecta a los obligados solidarios ni a los avalistas/fiadores. Excepción al principio de accesoriedad de la garantía del art. 1857 CH...C.
- Si el concursado está casado en gananciales o comunidad, y no se hubiera liquidado dicho régimen, se extenderá el beneficio al cónyuge.

* Revocación (art. 178 bis 7º):
El B.E.P.I inicialmente siempre es PROVISIONAL, durante 5 años (plazo de caducidad).
Cualquier acreedor concursal está legitimado para solicitar del Juez del concurso la revocación del B.E.P.I durante los 5 años siguientes a su concesión por los siguientes motivos:
 1. Por la ocultación de ingresos, bienes y/o derechos del deudor.

 2. Por incumplimiento de alguno de los requisitos para su obtención.

 3. Por incumplimiento del plan de pagos.

 4. Por la mejora sustancial de la situación económica del deudor.

* B.E.P.I. definitivo (Art. 178 bis 8º):
Transcurrido el plazo previsto para el Plan de Pagos o los 5 años sin su revocación, el Juez del concurso, a petición del deudor concursado, dictará AUTO reconociendo con carácter definitivo de la exoneración del pasivo insatisfecho.
También podrá, atendiendo a las circunstancias del caso y previa audiencia de los acreedores, declarar la exoneración definitiva del pasivo insatisfecho del deudor que no hubiese cumplido en su integridad el Plan de Pagos, pero hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los ingresos percibidos durante el plazo de 5 años desde la concesión provisional del B.E.P.I..
Este AUTO se publicará en el Registro Público Concursal y contra él no cabrá recurso y sólo cabrá su revocación cuando se constatase la existencia de ingresos, bienes o derechos ocultados por el deudor.
En Córdoba, a 17 de junio de 2.018
José Luis Iglesias González
Notario


